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TRIBUNAL CONSTITUCIONA],

SALA PRIMERA

Excmos .  S res . :

D.  Miguel  Rodr íguez-Piñero

y Bravo-Ferrer

D. Fernando García-Món y

GonzáIez-Regueral

D. Carlos de Ia Vega Benayas

D. Vicente Gimeno Sendra

D. Rafael de Mendizábal-

Allende

D. Pedro Cruz Vi11alón

Núm.  de  Reg is t ro :  502 /94

ASUNTO: Amparo promovido Por

don José Luis  GonzáIez Ferrero.

SOBRE: Sentencia de1 Juzgado de

Primera Inst.ancia núm. 5 de

Barcelona, sobre reclamación de

cant idad.

En Ia pieza seParada del asunto

Sala ha acordado dictar eI siguiente

AUTO

I.  ANTECEDENTES.

l - .  E]  d ía 17 de febrero de 1994,  doña María Luisa

Noya Otero, Procuradora de 1os Tribunales, en nombre y repre-

sentación de don José Luis GonzáIez Ferrero, interpuso recurso

de amparo conLra los actos de comunicación del procedimiento de

cognición seguido en el ,Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de

Barcelona. ,  ba jo e l  número Bl8/92 y  contra Ia  Sentencia recaída

en dicho proceso. En Ia demanda se nos dice que eI proceso ante

1a jurisdicción ordinaria tuvo su origen en demanda formulada

por doña Teresa Melgosa Barrachina contra eI demandante de am-

paro, €h reclamación de cantidad derivada de la actuación
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profesional del demandado como agente de Ia propiedad inmobi-

l i a r i a .

La sentencia del . fuzgado condenó al demandante de

amparo a sat is facer  a Ia  actora 1a suma recfamada de 652.000

ptas.  más los in tereses legales de d icha cant idad desde e l  2 I

de octubre de L986,  así  como aI  pago de 1as costas del  ju ic io .

EI recurrente en amparo alega violación del art

24.L de l -a  const i t ,uc ión por  no haber  s ido oído n i  emplazado

su verdadero domicif io, que era fáci l  de determinar, por 1o

no pudo defenderse en e l  proceso,  y  so l - ic i ta  que se decla

nula la Sentencia impugnada y Ia retroacción de las actuaci

jud ic ia les a l  momento de su emplazamiento en ju ic io ,  para

éste se efectue en forma adecuada.  Por  ot rosí ,  so l ic i ta  la  s

pensión del -  t rámi te de e jecución de 1a Sentencia recaída en

ju ic io  de cognic ión antes c i tado.

2.  La Sección Pr imera,  € l  prov idencia de 23

mayo, acordó formar Ia correspondient,e pieza separada y con

der  en e l l -a  un p lazo común de t res días aI  Min is ter io  F isc

a la demandante para que dentro del mismo pudieran alegar

to est imaran per t inente en re lac ión con fa  medida caute lar

l i c i t ada .

3 .  E l  M in i s te r i o  F i sca l  a lega ,  € f l  esenc ia ,  QU€ en

e1 presente caso se t ra ta de una resoluc ión de contenido econó-

mico: la condena del hoy demandante de amparo a1 abono de

655 .500  p tas .  ,  más  l os  i n te reses  l ega les  y  cos tas .  Y  no  encon-

t rándose éste supuesto entre 1as excepciones que establece Ia

doctrina del Tribunal Const. i tucional aI principio general de

que Ia e jecución de resol -uc iones con efectos meramente económi-

cos no caüsan en pr inc ip io ,  üD per ju ic io  i r reparable,  no proce-

de acordar l-a suspensión interesada.

4.  La demandante ins is te en su so l ic i tud de sus-

pensión, yd que si se denegare ésta, haría perder al- amparo
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su f inal- idad, ya que de no otorgarse se procedería al embargo

y poster ior  subasta de 1os b ienes propiedad del  actor ,  persona

tota lmente a jena a las re lac iones comerc ia les que en su día

dieron lugar al juicio de cognición (ya que se trata de un mero

agente que prestaba sus servj-cios en la empresa de gestión in-

mobil iaria) y por tanto a l-a Sentencia cuya nulidad se pretende

mediante e1 presente recurso.

I I .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

1-. Aunque Ia l-,ey Orgánica de este Tribunal no I

d iga así ,  expl ic i tamente,  ro  parece d iscut ib le  que la  in te

sición del recurso de amparo, por su propia naturaleza intr

seca,  r ro  obsta a la  v igencia,  e fect iv idad o e jecutor iedad

las d isposic iones genera les,  actos de l -a  Admin is t rac ión o

cualquier  o t ra inst i tuc ión de1 Estado y sentencias,  que son

objeto.  Es una consecuencia de la  presunción de leg i t imidad

al -canza a todas las actuaciones de l -os poderes públ icos.  T

presunción inherente a la entera actividad públ

( Ieg i s la t i va ,  e jecu t i va  y  j ud i c ia l )  es tá  p resen te  Y  ope ran

aunque impl íc i ta ,  en Ia  Const i tuc ión y  a 1as veces expl íc i ta

e l -  resto del  ordenami-ento iur íd ico.

'  
Ahora bien, como contrapeso de t,al presunción nues-

t ro  s is tema de just ic ia  const . i tuc ional  conf igura la  pos ib i l idad

de que este Tribunal suspenda la ejecución del acto de l-os po-

deres públicos por raz6n del cual se recfama el amparo. Desde

una perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, Qü€

cumple una función de equil ibrio entre eI poder y la l- ibert.ad,

conectándose directa e inmediatamente a Ia garantía de Ia efec-

t iv idad de la  tu te la  jud ic ia l  que consagra e l  ar t .  24 de nues-

t ra  Const i t .uc ión.  En efecto,  € f  sopor te de ta l -  medida consis te

en e l  r iesgo o l -a  cer teza de que la  e jecución ocasionará un

per ju ic io  que har ía perder  aI  amparo su f ina l idad,  según d ice

el art. 56 de nuestra Ley Orgánica, convirt. iendo asl una even
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tual sentencia favorable en una mera declaración de buenos pro-

pósi tos,  desprov is ta de ef icac ia práct ica.  La suspensión pre-

vent iva del  acto o d isposic ión objeto del  proceso de amparo

exige una delicada ponderación de los intereses generales y 1os

derechos fundanental-es de terceros, cuya perturbación grave o

lesión actúa como límite de Ia medida cautelar y el- interé^s

part icular del demandante en amparo. En tal aspecto es el

tenc ia l  per jud icado quien ha de just i f icar lo .  Por  ot ra par

e l  anáI is is  de 1a s i tuac ión ha de hacerse s in  pre juzgar

cuest ión pr inc ipa l ,  aun cuando s in  perder la  de v is ta,  con

mirada aI  sos layo.

2.  En ta l  anál is is  ponderado v iene a l  pr imer  pI

eI  contenido de la  Sentencia que consis te en Ia  imposic ión

pago  de  una  can t i dad  de  d ine ro ,  652 .500  pese tas ,  más  l os  i n

reses legales y  las costas.  Denominador  común de todos es

pronuncj-amientos es que se trata de prestaciones de dar,

gac iones pecuniar ias en Suma, cuant i f icadas y  recuperables

pr inc ip io ,  inc lu ido eI  per ju ic io  suf r ido por  eI  lucro cesa

aún cuando esta afirmación admita matizaciones en función

c i rcunstancias objet ivas (cuant ía)  y  subjet ivas (s i tuac ión e

nómica de1 condenado) ,  s in  mencionar  1a deprec iac ión moneta

En eI caso que ahora nos ocupa, la cantidad a pagar no es

en pr inc ip io ,  i r reparable e l  potencia l  per ju ic io  que ocasiona-

ría el cumpli-miento de tal resolución, carece de fundamento Ia

suspensión so l ic i tada.

Por todo 1o expuesto, 1a Sala acuerda denegar Ia

suspensión de Ia  e jecución de la  sentencia del  'Juzgado de Pr i -

mera Instancia núm. 5 de Barcefona d ic tada e l  29 de octubre de

1992 en los autos de ju ic io  de cognic ión 81,8/92,  s in  per ju ic io

de las medidas cautelares que el ,Juez estime pert inentes adop-

tar para garanLizar, en Su caso, la devolución aI demandado de

las cantidades importe de la condena.
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t ay

Madr id ,

cuatr ro.

tl

l

a veinte de jun io de

j: '.r-f*..*---...
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